EL FRAUDE FISCAL

La lucha contra el fraude fiscal es una de las tareas más importantes que tienen que realizar las Administraciones Tributarias.

Como dice el Plan Integral de Lucha contra el Fraude Fiscal de la Diputación Foral de Bizkaia para 1997-2000, “El fraude fiscal es una práctica habitual y arraigada en la actividad económica de los sistemas económicos occidentales, que tiene unas consecuencias económicas y sociales negativas”.

Como viene siendo habitual en el ámbito tributario, también en este campo las Haciendas Forales vascas van por delante de la Hacienda Estatal.

Si bien en 1994 el Gobierno Socialista implantó un Plan de Lucha contra el Fraude, nunca tuvimos desde el ámbito parlamentario, conocimiento de su desarrollo ni de sus resultados.

Hace unos días, la actual Administración Tributaria estatal ha presentado un Programa Director del Control Tributarios para el período de 1999-2002, que contempla el escenario económico y social en el que se desarrollarán las actuaciones de control, así como los instrumentos de fraude que se están utilizando y las principales medidas de actuación. Creemos que puede ser un plan marco de lucha contra el fraude válido, aunque la verdadera medida de su eficacia la tendremos a través del nivel de cumplimiento de sus objetivos.

Como se sabe, el fraude fiscal es un fenómeno muy complejo que requiere además de medidas preventivas y disuasorias, una participación de los contribuyentes a través de sus opiniones y del conocimiento del problema, de forma que se vaya creando una conciencia social sobre los efectos negativos que tienen estas prácticas insolidarias.

Malamente se puede conseguir este objetivo cuando se conocen actuaciones de altos responsable de Hacienda inmersos en casos de corrupción como los que recientemente han salido a la luz con motivo del procedimiento judicial abierto contra José María Huguet, Jefe de la Inspección de Hacienda de Catalunya entre 1985 y 1994, y Ernesto Aguiar, Exdirector  General de Coordinación de Haciendas Territoriales. Actuaciones presuntamente delictivas que no se circunscriben a estas dos personas, sino que se enmarcan en una trama financiera de especulación y corrupción relacionada con el caso de Javier de la Rosa.

Flaco favor hacen estos casos al concepto que el ciudadano tiene de Hacienda. Para el contribuyente que ya de por sí es crítico con quien le cobra sus impuestos tiende a generalizar los casos puntuales de corrupción, trasladándolo a todas las Administraciones Públicas. Por eso, es importante que la justicia actúe con celeridad y se depuren las responsabilidades.
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